	


SALA CONSTITUCIONAL

 

MAGISTRADO-PONENTE: JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO

 

El 16 de septiembre de 2003, el Juzgado Cuarto Superior para el Régimen Procesal Transitorio del Circuito Judicial del Área Metropolitana de Caracas, remitió a esta Sala Constitucional, las actuaciones referidas a la acción de amparo constitucional interpuesta por la ciudadana MARISOL CASTILLO RUBIO, titular de la cédula de identidad N° 6.046.044, en su carácter de Secretaria de Reclamos del Sindicato Único de Trabajadores Textiles, Confección y sus similares del Distrito Capital  y Estado Miranda (SUTRATEX), asistida por la abogada Beatriz Pinto de Colmenares, inscrita en el Inpreabogado bajo el Nº 27.731, Procuradora de Trabajadores del Distrito Federal, contra CONFECCIONES DORTEX C.A., empresa domiciliada en Caracas, cuyos datos de registro no aparecen mencionados en el expediente, por la presunta violación de los derechos contemplados en los artículos 23 y 24 de la Ley Orgánica del Trabajo y los artículos 87, 91, 93 y 131 de la Constitución relativos todos al derecho al trabajo, en la cual el Juzgado Superior Sexto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, antes de la entrada en vigencia de la nueva Ley Orgánica Procesal del Trabajo, conociendo en apelación de la decisión del Juzgado Décimo de Primera Instancia del Trabajo de la misma circunscripción judicial, había decidido la incompetencia de los tribunales laborales en dicha acción por haberse alegado la violación de derechos colectivos, materia que estaba reservada a la Sala Constitucional.

 

En la misma oportunidad, se dió cuenta en Sala y se designó como ponente al Magistrado que, con tal carácter, suscribe el presente fallo.

 

DE LA DECLINATORIA DE COMPETENCIA

 

En el presente caso, se interpuso el 6 de febrero de 2003, ante el Juzgado Décimo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, por la ciudadana Marisol Castillo  Rubio, en su condición de Secretaria de Reclamos del Sindicato Único de Trabajadores Textiles, Confección y sus similares del Distrito Capital y Estado Miranda, una acción de amparo contra Confecciones Dortex C.A. porque con sus actuaciones había violado a los trabajadores que le prestaban servicio, los derechos relativos al trabajo y a las condiciones de trabajo tales como la inexistencia del comité de higiene y seguridad industrial, las condiciones higiénicas del comedor, cumplimiento de seguridad en los talleres, cotización del Seguro Social, dotación de los implementos de seguridad de los trabajadores, el apartado en la contabilidad de la empresa de la asignación de antigüedad de los trabajadores, para dejar constancia de ello, había solicitado a la Inspectoría del Trabajo, una inspección en la empresa.

 

Que, posteriormente la empresa había puesto candados en las puertas, por lo que los trabajadores habían decidido hacer vigilia a partir del 30 de enero de 2003, luego que el 27 de enero del mismo año, el representante de la empresa les había manifestado que no había dinero para pagarles.

 

En razón de lo cual, intentaron la presente acción de amparo, que fue decidida en primera instancia el 3 de abril de 2003, considerándola inadmisible, por existir otras vías para solicitar el cumplimiento de las obligaciones que estaban reclamando.

 

De esta decisión apeló la Procuradora de Trabajadores y el Juzgado Superior Sexto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, que conoció de la apelación, en sentencia del 7 de julio de 2003, declaró la incompetencia de los Juzgados Laborales para conocer y decidir la acción incoada “... en virtud de hacerse alegado la violación de derechos colectivos, materia ésta reservada a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, según la jurisprudencia vinculante de conformidad con el artículo 335 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, dictadas en fechas 30-06-00 y 19-02-02”.

 

Con tal argumentación, se ordenó la remisión a esta Sala, pero dado que una vez entrada en vigencia la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, y en vigencia la nueva nomenclatura de los tribunales laborales, mediante auto del 1° de septiembre de 2003, fue el nuevo Juzgado Cuarto Superior para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo del Circuito Judicial del Área Metropolitana de Caracas, que se había abocado al conocimiento del asunto, el que ordenó la notificación de las partes por el abocamiento, acordando que una vez que se hubiera practicado la última de las notificaciones, se remitiera el expediente a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia conforme a lo ordenado en la sentencia del 7 de julio de 2003, dictada por el Juzgado Superior Sexto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas.

 

Dada la situación expuesta, se remitieron los autos a esta Sala, la cual, previas las siguientes consideraciones, pasa a pronunciarse. 

 

DE LA COMPETENCIA

 

Corresponde a esta Sala determinar su competencia, para examinar la declinatoria que le hace el Juzgado citado, para conocer de la apelación presentada contra la sentencia dictada por el Juzgado Décimo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, con ocasión de la acción de amparo ejercida por la ciudadana Marisol Castillo Rubio, en el carácter ya indicado contra Confecciones Dortex C.A.

 

En sentencias del 20 de enero de 2000 (Casos: Emery Mata Millán y Domingo Ramírez Monja), al determinar esta Sala, la competencia para conocer de la acción de amparo a la luz de los principios y preceptos consagrados en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, se estableció, que le corresponde a la Sala Constitucional ejercer la jurisdicción constitucional en sede del Tribunal Supremo de Justicia, y que, en consecuencia, es ella la competente por la materia “…para conocer, según el caso, de las acciones de amparo constitucional propuestas conforme a la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales”. Asimismo, el artículo 266, de la Constitución de 1999 establece como una de las atribuciones del Tribunal Supremo de Justicia decidir los conflictos de competencia entre tribunales.

 

Ahora bien, de conformidad con lo expuesto, el Juzgado Superior declinante ha alegado, que no tienen competencia los tribunales laborales en este caso, por cuando se trata de derechos colectivos, cuya competencia ha asumido la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, hasta tanto se dicte la ley competente.

 

En el caso en estudio, el proceso se inició por una acción de amparo que alegó la violación de derechos constitucionales, como el del trabajo, por parte de una empresa privada a un grupo de trabajadores, que en ella prestaban sus servicios. La decisión de primera instancia consideró que, se trataba de derechos laborales en litigio, cuya competencia especial correspondía a los tribunales laborales y era esa la vía que debió agotarse en primer lugar, y no la del amparo, razón por la cual consideró inadmisible la acción incoada.

 

El Juzgado Superior que conoció en apelación, estimó que la acción intentada correspondía a una defensa de derechos colectivos que afectaba a un grupo de trabajadores, razón por la cual aplicó la jurisprudencia vinculante de la Sala Constitucional  del Tribunal Supremo de Justicia en materia de derechos e intereses difusos y colectivos, se declaró incompetente y remitió los recaudos a esta Sala.

 

La Sala ha expresado ya en varias decisiones que los derechos colectivos están referidos a un sector poblacional determinado -no cuantificado- e identificable, de modo que dentro del conjunto de personas existe o puede existir un vínculo jurídico que los une entre ellos. La lesión a dichos derechos se limita concretamente en un grupo, determinable como tal, como serían grupos profesionales o de vecinos, los gremios, los habitantes de un área determinada, etc. Mientras las personas jurídicas actúan por organicidad, las agrupaciones de individuos que tienen un interés colectivo obran por representación, aun en el caso de que ésta sea ejercida por un grupo de personas, pues el carácter colectivo de los derechos cuya tutela se invoca siempre excede al interés de aquél. Quien incoa la demanda con base a derechos intereses colectivos, debe hacerlo en su condición de miembro o vinculado al grupo o sector lesionado, y que por ello sufre la lesión conjuntamente con los demás, por lo que por esta vía asume un interés que le es propio y le da derecho de reclamar el cese de la lesión para sí y para los demás, con quienes comparte el derecho o el interés.

 

En tal sentido, la acción en protección de los intereses colectivos, además de la Defensoría del Pueblo, la tiene cualquier miembro del grupo o sector que se identifique como componente de esa colectividad específica y actúa en defensa del colectivo, de manera que los derechos colectivos implican, obviamente, la existencia de sujetos colectivos, como las naciones, los pueblos, las sociedades anónimas, los partidos políticos, los sindicatos, las asociaciones, los gremios, pero también minorías étnicas, religiosas o de género que, pese a tener una específica estructura organizacional, social o cultural, pueden no ser personas jurídicas o morales en el sentido reconocido por el derecho positivo, e inclusive simples individuos organizados en procura de preservar el bien común de quienes se encuentran en idéntica situación derivado del disfrute de tales derechos colectivos.

 

De allí, que en materia de intereses colectivos, lo primordial, es reconocer quién representa a la sociedad civil, a la comunidad, a la familia, al grupo.

En consecuencia, la legitimación de los entes colectivos debe surgir de la representatividad que ostentan, por ende, no pueden ser, entre otros, personas naturales que obren en nombre propio, ni grupos que representen una ínfima parte de los componentes del sector.

 

Por otra parte tenemos, que conforme al artículo 29 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en su numeral 5, se establece que los asuntos contenciosos del trabajo relacionados con los intereses colectivos o difusos, son competencia de los Tribunales del Trabajo; esta disposición permite en principio, a juicio de esta Sala, que un asunto contencioso laboral que esté relacionado con los intereses colectivos o difusos, corresponda y deba ser conocido por el fuero especial laboral.

 

Ahora bien, para la fecha en que el Juzgado Superior Sexto del Trabajo (7-07-03) declaró su incompetencia, la Ley Orgánica Procesal de Trabajo no había entrado en vigencia, razón por la cual dicho Juzgado al estimar que lo planteado se trataba de una acción por intereses colectivos actuó conforme a derecho al ordenar la remisión de los autos a esta Sala; sin embargo, dicho envío no se produjo sino después de la entrada en vigencia de la Ley mencionada, cuando el Juzgado Superior Cuarto para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo del Circuito Judicial del Área Metropolitana de Caracas, por auto del 1 de septiembre de 2003 acordó la remisión a esta Sala del expediente en cuestión, atendiendo a lo ordenado en la decisión del 7 de julio de 2003 antes señalada.

Sin embargo, en criterio de esta Sala, la accionante en amparo ha reclamado una serie de violaciones relativas a las condiciones de trabajo de los trabajadores y a los beneficios laborales que a ellos les corresponden, como la antigüedad, y a su reflejo en la contabilidad de la empresa, las vacaciones, y esto unido al posterior “cierre” de la empresa, que según se deduce de los recaudos del expediente, parece obedecer en primer lugar, a la falta de liquidez de la empresa para asumir los compromisos pendientes y en segundo lugar a la “vigilia” que, aparentemente, están realizando los trabajadores en la empresa, para impedir que se le desconozcan su derechos adquiridos.

 

Estos son derechos litigiosos en conflicto, ya que están claramente determinados, por cuanto se trata de violación de los derechos relativos al trabajo y a las condiciones de trabajo, tales como la inexistencia del comité de higiene y seguridad industrial, las condiciones higiénicas del comedor, cumplimiento de seguridad en los talleres, cotización del Seguro Social, dotación de los implementos de seguridad de los trabajadores, el apartado en la contabilidad de la empresa de la asignación de antigüedad de los trabajadores, tal como fueron expuestos por la accionante y en consecuencia, no pueden ser tramitados fuera de la jurisdicción laboral especial, tal como lo contempla expresamente la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en el artículo 29 citado.

 

Para aclarar más la situación en examen tenemos que, la Sala ha expuesto su criterio, en varios fallos cuando se trata de exigencias que deriven de una relación contractual, como un contrato colectivo, así en sentencia N° 656 del 30 de junio de 2001 (Caso: Dilia Parra), consideró que:

 

“Las acciones por intereses difusos y colectivos, debido a su característica que entre los accionantes y los accionados no existe ningún vínculo jurídico previo que se pretende hacer valer, no permiten ventilar mediante ellos pretensiones tendientes a que una relación contractual (como un contrato colectivo o un derecho contractual a una jubilación, por ejemplo) se haga extensible a los obreros o empleados que se encuentren en el país en igual situación”. (Resaltado de este fallo).
 

Es importante entonces, poner de relieve, que en el presente caso, se interpuso una acción de amparo, alegando el incumplimiento de obligaciones derivadas de un contrato de trabajo, razón por la cual atendiendo a lo dispuesto en los artículos 7 y 35 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales y en el numeral 3 del artículo 29 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, la competencia para conocer en alzada del amparo propuesto corresponde a un Juzgado Superior del Trabajo, y así se decide.

 

DECISIÓN

 

Por las razones expuestas, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NO ACEPTA LA DECLINATORIA DE COMPETENCIA que le remitiera el Juzgado Cuarto Superior para el Régimen Procesal Transitorio del Circuito Judicial del Área Metropolitana de Caracas, por cuanto considera que la acción de amparo incoada por la ciudadana MARISOL CASTILLO RUBIO, en su carácter de Secretaria de Reclamos del Sindicato Único de Trabajadores Textiles, Confección y sus similares del Distrito Capital y Estado Miranda (SUTRATEX) contra CONFECCIONES DORTEX C.A., compete a los tribunales laborales de conformidad con lo dispuesto en los artículos 7 y 35 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, y el numeral 3 del artículo 29 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

 

En consecuencia, se ordena la devolución inmediata del presente expediente al Juzgado Cuarto Superior para el Régimen Procesal Transitorio del Circuito Judicial del Área Metropolitana de Caracas, para que conozca de la apelación interpuesta contra la sentencia del 3 de abril de 2003, dictada por el Juzgado Décimo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas.

 

Publíquese y regístrese. Cúmplase lo ordenado.

 

Dada, firmada y sellada, en el Salón de Audiencias de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los 05 días del mes de octubre de dos mil cuatro. Años: 194º de la Independencia y 145º de la Federación. 

 

El Presidente de la Sala,

 

 

 

IVÁN RINCÓN URDANETA
 

El Vicepresidente-Ponente,

 

 

 

       JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO

 

 

 

 

 

Los Magistrados,

 

 

 

ANTONIO JOSÉ GARCÍA GARCÍA

 

 

PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ

 

 

CARMEN ZULETA DE MERCHÁN
 

El Secretario,

 

 

 

JOSÉ LEONARDO REQUENA CABELLO
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